Radicado No: 2016 00090 00

Accionante: Daniel Antonio Hernández Pedraza
Accionado: Juzgado 2º ejecupenas de Pereira
Decisión: Hecho superado  

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Hecho superado por respuesta de fondo a la petición luego de presentada la tutela 
“De la respuesta allegada al presente asunto por parte del juzgado accionado, se puede colegir fácilmente que a pesar del tiempo transcurrido ya se emitió un auto resolviendo la petición realizada por el actor, negando la misma e informándole que contra ella proceden los recursos de ley. 

De esa manera, se puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, toda vez que su interés en la respuesta a su petición, era precisamente que el Juez (…) se pronunciara respecto a la posibilidad de la rehabilitación de sus derechos y funciones públicas, lo que implica que no existe la necesidad de entrar a analizar si se en estos momentos se presenta o no una conculcación en tal sentido.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-727 de 2010.
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Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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Hora: 4:00 p.m.
Aprobado por Acta No. 359
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA
	Radicación:                      
	66001-22-04-000-2016-00090-00

	Accionante:                      
	Daniel Antonio Hernández Pedraza    

	Accionado:
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira 


ASUNTO
Resuelve la Sala lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve el señor DANIEL ANTONIO HERNÁNDEZ PEDRAZA, contra el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
ANTECEDENTES

Manifiesta el accionante que el 18 de noviembre de 2015 radicó ante el Juzgado accionado solicitud de restauración de la inhabilidad en el ejercicio de derechos y funciones públicas toda vez que reúne los requisitos establecidos por el artículo 491 de la ley 600 de 2000; sin embargo, a pesar del tiempo transcurrido dicha petición no le ha sido resuelta todavía.
Por lo narrado, considera el señor Daniel Antonio que se le está vulnerando su derecho fundamental de petición.

Así las cosas, solicita se tutele su derecho fundamental y en consecuencia se le ordene al Despacho accionado proceder a dar respuesta de fondo a su solicitud. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue entregada en este Despacho el día 13 de abril del año que avanza, siendo admitida para su conocimiento al día siguiente, mediante auto se ordenó notificar al accionado para que se pronunciara, si a bien debía hacerlo, respecto a los hechos materia de tutela; adicionalmente se ordenó vincular al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado local, toda vez que podría llegar a verse involucrado dentro del presente asunto, por cuanto fue el Despacho que condenó al actor. 
RESPUESTA DEL ACCIONADO
Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, allegó respuesta informando que mediante auto interlocutorio del 22 abril de 2016, se procedió a resolver sobre la petición del señor Daniel Antonio, encontrándose tal determinación en proceso de notificación. Adjuntó copia del auto (fls. 12 a 17).
Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado local: Remitió oficio haciendo saber que efectivamente el 2 de octubre de 2001 profirió sentencia condenatoria en contra del accionante, imponiéndole la pena principal de 29 años de prisión por el delito de secuestro extorsivo agravado y otros. Después de haber surtido el trámite de segunda instancia, ese proceso se remitió en el mes de noviembre de 2002 para los juzgados de ejecución de penas locales a fin de que allí se ejerciera su vigilancia; así las cosas, de existir la vulneración de derechos al señor Hernández, la misma se está presentando por parte del despacho encargado de la vigilancia del cumplimiento de su condena. 
CONSIDERACIONES
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La presente de la acción, tiene por objeto el amparo del derecho fundamental de petición del señor Daniel Antonio, tema sobre el cual debe la Sala pronunciarse en aras de establecer si existe quebranto del derecho enmarcado en la Carta Política y en tal evento proceder a su protección.
3. Solución: 
Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante judicial, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.
Interpretando esta Colegiatura la manifestación de la accionante, se advierte la intención de que se le dé respuesta a una solicitud de habilitación de derechos y funciones públicas, las cuales le fueron suspendidas con ocasión de una sentencia condenatoria proferida en su contra por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado local. 
De la respuesta allegada al presente asunto por parte del juzgado accionado, se puede colegir fácilmente que a pesar del tiempo transcurrido ya se emitió un auto resolviendo la petición realizada por el actor, negando la misma e informándole que contra ella proceden los recursos de ley. 
De esa manera, se puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, toda vez que su interés en la respuesta a su petición, era precisamente que el Juez se Ejecución de Penas se pronunciara respecto a la posibilidad de la rehabilitación de sus derechos y funciones públicas, lo que implica que no existe la necesidad de entrar a analizar si se en estos momentos se presenta o no una conculcación en tal sentido.
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
Así lo ha consignado:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, por la actividad del Juez accionado, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaura por el señor DANIEL ANTONIO HERNÁNDEZ PEDRAZA en contra del JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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